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“2024 - Ano del 30° Aniversario de la Autonomia de la Ciudad de Buenos Aires”





 OBSERVACIONES AL DESPACHO N° 710-24:
“MODIFICACIONES AL CÓDIGO ELECTORAL - "FICHA LIMPIA”.


Que conforme a lo previsto en el artículo 169 del Reglamento de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, vengo a plantear observaciones al Despacho 710-24, conforme a las consideraciones que seguidamente paso a efectuar:




Que la mejora de los estándares de idoneidad de los precandidatos a cargos públicos, y la promoción de criterios de transparencia, integridad y moralidad en la función pública es un permanente interés de esta legislatura.


Que, en este marco, el Artículo 1º del Despacho en cuestión propone la incorporación del artículo 77 bis al Anexo I de la Ley N° 6031 (texto consolidado Ley N° 6.588)-Código Electoral, incluyendo delitos contra la integridad sexual y la administración pública, omitiendo otros de extrema gravedad e impacto social. 


Que limitar los delitos a los incluidos en el artículo 77 bis que se incorpora al  Anexo I de la ley 6031 (texto consolidado ley 6588) concerniente  al Código Electoral, revela una respuesta incompleta frente a las demandas sociales de justicia e igualdad. ¿Qué pensarán los residentes de la Ciudad al observar que los delitos que afectan de manera directa la libertad, la seguridad, la salud pública, la vida y la integridad de sus seres queridos no fueron considerados? ¿Qué mensaje se está enviando a las víctimas y a sus familias? 



Que imaginar a un condenado por delitos tales como secuestro extorsivo o liderazgo en una red de trata de personas aspirando a un cargo de Jefe/a de gobierno, Vicejefe/a de gobierno, miembro de la Junta Comunal o Diputado/a, genera una evidente contradicción con los principios de justicia e integridad moral que la ciudadanía espera de quienes ocupen estas funciones.


Que la igualdad ante la ley debe ser un pilar fundamental para cualquier norma de esta naturaleza. La exclusión del Despacho 710-24 de delitos graves, crea un desequilibrio a nivel normativo que compromete la confianza de la ciudadanía en el sistema de justicia, así como el principio de equidad consagrado en el Art. 16 de nuestra carta magna, siendo el Estado el garante de estos derechos fundamentales.


Que, por los motivos antes expuestos, resulta esencial que la inhabilitación para ser precandidato a cubrir los distintos cargos electivos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires incluya delitos que reflejen adecuadamente el repudio social y el estándar moral que se espera de nuestros representantes. Así, se propone que sean incluidos dentro del Despacho 710-24 como casuales de inhabilitación para ser precandidato a  Jefe/a de gobierno, Vicejefe/a de gobierno, miembro de la Junta Comunal o Diputado/a, los casos de condena  en doble instancia por los siguientes delitos:

· Homicidio doloso previsto en los artículos 79
 y subsiguientes del Código Penal, los cuales tutelan el derecho a la vida de las personas. 
· Secuestro coactivo y extorsivo, previsto en los artículos 142
 y 142 bis
 del Código Penal. 
· Trata de personas, previsto en el artículo 145 bis
 del Código Penal, cuyo bien jurídico protegido -al igual que en el delito precedente- es la libertad de las personas. 
· Delitos vinculados al tráfico y comercialización de estupefacientes, conforme a lo previsto en los artículos 5
, 6
, 7
, 8
, 11
 y 23
 de la Ley N° 23.737, los cuales se enmarcan en la protección integral de la salud pública. 


Que la incorporación al Despacho 710-24 de los delitos detallados precedentemente contribuirá a fortalecer la confianza en los precandidatos a cubrir cargos electivos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y consecuentemente en los Poderes del Estado.


Que, por tal motivo, solicito sea incorporada la presente observación en los términos y con los efectos previstos en el artículo 169 y demás artículos concordantes del Reglamento de la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  
RAMIREZ, María del Pilar.
� ARTICULO 79. - Se aplicará reclusión o prisión de ocho a veinticinco años, al que matare a otro siempre que en este código no se estableciere otra pena.


� ARTICULO 142. - Se aplicará prisión o reclusión de dos a seis años, al que privare a otro de su libertad personal, cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 1. Si el hecho se cometiere con violencias o amenazas o con fines religiosos o de venganza; 2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente, de un hermano, del cónyuge o de otro individuo a quien se deba respeto particular; 3. Si resultare grave daño a la persona, a la salud o a los negocios del ofendido, siempre que el hecho no importare otro delito por el cual la ley imponga pena mayor; 4. Si el hecho se cometiere simulando autoridad pública u orden de autoridad pública; 5. Si la privación de la libertad durare más de un mes.


� ARTICULO 142 bis. - Se impondrá prisión o reclusión de cinco (5) a quince (15) años, al que sustrajere, retuviere u ocultare a una persona con el fin de obligar a la víctima o a un tercero, a hacer, no hacer, o tolerar algo contra su voluntad. Si el autor lograre su propósito, el mínimo de la pena se elevará a ocho (8) años. La pena será de diez (10) a veinticinco (25) años de prisión o reclusión: 1. Si la víctima fuese una mujer embarazada; un menor de dieciocho (18) años de edad; o un mayor de setenta (70) años de edad. 2. Si el hecho se cometiere en la persona de un ascendiente; de un hermano; del cónyuge o conviviente; o de otro individuo a quien se deba respeto particular. 3. Si se causare a la víctima lesiones graves o gravísimas. 4. Cuando la víctima sea una persona discapacitada, enferma o que no pueda valerse por sí misma. 5. Cuando el agente sea funcionario o empleado público o pertenezca o haya pertenecido al momento de comisión del hecho a una fuerza armada, de seguridad u organismo de inteligencia del Estado. (Inciso sustituido por art. 3° del Anexo I de la Ley N° 26.394 B.O. 29/8/2008. Vigencia: comenzará a regir a los SEIS (6) meses de su promulgación. Durante dicho período se llevará a cabo en las áreas pertinentes un programa de divulgación y capacitación sobre su contenido y aplicación). 6. Cuando participaran en el hecho tres (3) o más personas. La pena será de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión a reclusión si del hecho resultara la muerte de la persona ofendida, como consecuencia no querida por el autor. La pena será de prisión o reclusión perpetua si se causare intencionalmente la muerte de la persona ofendida. La pena del partícipe que, desvinculándose de los otros, se esforzare de modo que la víctima recupere la libertad, sin que tal resultado fuese la consecuencia del logro del propósito del autor, se reducirá de un tercio a la mitad. (Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 25.742 B.O. 20/6/2003)


� ARTICULO 145 bis. - Será reprimido con prisión de cuatro (4) a ocho (8) años, el que ofreciere, captare, trasladare, recibiere o acogiere personas con fines de explotación, ya sea dentro del territorio nacional, como desde o hacia otros países, aunque mediare el consentimiento de la víctima. (Artículo sustituido por art. 25 de la Ley N° 26.842 B.O. 27/12/2012)











� Art. 5º — Será reprimido con prisión de cuatro (4) a quince (15) años y multa de cuarenta y cinco (45) a novecientas (900) unidades fijas el que sin autorización o con destino ilegítimo: a) Siembre o cultive plantas o guarde semillas, precursores químicos o cualquier otra materia prima para producir o fabricar estupefacientes, o elementos destinados a tales fines; b) Produzca, fabrique, extraiga o prepare estupefacientes; c) Comercie con estupefacientes, precursores químicos o cualquier otra materia prima para su producción o fabricación o los tenga con fines de comercialización, o los distribuya, o dé en pago, o almacene o transporte; d) Comercie con plantas o sus semillas, utilizables para producir estupefacientes, o las tenga con fines de comercialización, o las distribuya, o las dé en pago, o las almacene o transporte; e) Entregue, suministre, aplique o facilite a otros estupefacientes a título oneroso. Si lo fuese a título gratuito, se aplicará prisión de tres (3) a doce (12) años y multa de quince (15) a trescientas (300) unidades fijas. Si los hechos previstos en los incisos precedentes fueren ejecutados por quien desarrolla una actividad cuyo ejercicio dependa de una autorización, licencia o habilitación del poder público, se aplicará, además, inhabilitación especial de cinco (5) a quince (15) años. En el caso del inciso a), cuando por la escasa cantidad sembrada o cultivada y demás circunstancias, surja inequívocamente que ella está destinada a obtener estupefacientes para consumo personal, la pena será de un (1) mes a dos (2) años de prisión y serán aplicables los artículos 17, 18 y 21. En el caso del inciso e) del presente artículo, cuando la entrega, suministro o facilitación fuere ocasional y a título gratuito y por su escasa cantidad y demás circunstancias, surgiere inequívocamente que es para uso personal de quien lo recepta, la pena será de seis (6) meses a tres (3) años de prisión y, si correspondiere, serán aplicables los artículos 17, 18 y 21. (Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.302 B.O. 8/11/2016)


� Art. 6º — Será reprimido con prisión de cuatro (4) a quince (15) años y multa de cuarenta y cinco (45) a novecientas (900) unidades fijas el que introdujera al país estupefacientes fabricados o en cualquier etapa de su fabricación, precursores químicos o cualquier otra materia prima destinada a su fabricación o producción, habiendo efectuado una presentación correcta ante la Aduana y posteriormente alterara ilegítimamente su destino de uso. En estos supuestos la pena será de tres (3) a doce (12) años de prisión cuando surgiere inequívocamente, por su cantidad, que los mismos no serán destinados a comercialización dentro o fuera del territorio nacional. Si los hechos fueren realizados por quien desarrolle una actividad cuyo ejercicio depende de autorización, licencia o habilitación del poder público, se aplicará además inhabilitación especial de cinco (5) a veinte (20) años. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 27.302 B.O. 8/11/2016).


� Art. 7º — Será reprimido con prisión de ocho (8) a veinte (20) años y multa de noventa (90) a mil ochocientas (1.800) unidades fijas, el que organice o financie cualquiera de las actividades ilícitas a que se refieren los artículos 5° y 6° de esta ley, y los artículos 865, inciso h), y 866 de la ley 22.415. (Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 27.302 B.O. 8/11/2016)


� Art. 8º — Será reprimido con reclusión o prisión de tres a quince años y multa de seis mil a trescientos mil australes e inhabilitación especial de cinco a doce años, el que estando autorizado para la producción, fabricación, extracción, preparación, importación, exportación, distribución o venta de estupefacientes los tuviese en cantidades distintas de las autorizadas; o prepare o emplee compuestos naturales, sintéticos u oficinales que oculten o disimulen sustancias estupefacientes; y a que aplicare, entregare, o vendiere estupefacientes sin receta médica o en cantidades mayores a las recetadas.


� Art. 11 — Las penas previstas en los artículos precedentes serán aumentadas en un tercio del máximo a la mitad del mínimo, sin que las mismas puedan exceder el máximo legal de la especie de pena de que se trate: a) Si los hechos se cometieren en perjuicio de mujeres embarazadas o de personas disminuidas psíquicamente, o sirviéndose de menores de dieciocho años o sin perjuicio de éstos; b) Si los hechos se cometieren subrepticiamente o con violencia, intimidación o engaño. 


c) Si en los hechos intervinientes tres o más personas organizadas para cometerlos; d) Si los hechos se cometieren por un funcionario público encargado de la prevención o persecución de los delitos aquí previstos o por un funcionario público encargado de la guarda de presos y en perjuicio de éstos; e) Cuando el delito se cometiere en las inmediaciones o en el interior de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, lugar de detención, institución deportiva, cultural o social o en sitios donde se realicen espectáculos o diversiones públicos o en otros lugares a los que escolares y estudiantes acudan para realizar actividades educativas, deportivas o sociales; f) Si los hechos se cometieren por un docente, educador o empleado de establecimientos educacionales en general, abusando de sus funciones específicas.


� Art. 23 — Será reprimido con prisión de dos a seis años e inhabilitación especial de cuatro a ocho, años el funcionario público dependiente de la autoridad sanitaria con responsabilidad funcional sobre el control de la comercialización de estupefacientes, que no ejecutare los deberes impuestos por las leyes o reglamentos a su cargo u omitiere cumplir las órdenes que en consecuencia de aquéllos le impartieren sus superiores jerárquicos. (Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 24.424 B.O. 9/1/1995)






